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MENSAJE Nº 197-347/





Honorable Cámara de Diputados:


A S.E. EL


PRESIDENTE


DE LA H.


CÁMARA DE


DIPUTADOS.


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución A/54/RES/263, de 16 de mayo de 2000, con su corrección al numeral 1. del Artículo 3, notificada por el Depositario con fecha 16 de agosto del mismo año, y suscrito por la República de Chile el 15 de noviembre de 2001.


Antecedentes.


La Convención sobre los Derechos del Niño.


La Convención sobre los Derechos del Niño fue adoptada el 20 de noviembre de 1989, en la ciudad de Nueva York. 


Chile la suscribió el 26 de enero de 1990, ratificándola el 13 de agosto de 1990. Fue promulgada por Decreto Nº 830, de 14 de agosto de dicho año, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicándose en el Diario Oficial de 27 de septiembre de 1990.


Entre sus disposiciones, esta Convención contiene normas que tienen por objeto proteger al niño contra toda forma de violencia, perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente. Asimismo, incluye disposiciones relativas a la participación de niños en los conflictos armados y su reclutamiento en las fuerzas armadas.  


Así, su artículo 1 comienza prescribiendo que "se entiende por niño todo ser humano menor de 18 años de edad salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad". 


Enseguida, los párrafos 2. y 3. de su artículo 38, respectivamente, disponen que "los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las personas que aún no hayan cumplido los 15 años de edad no participen directamente en las hostilidades", así como que "los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad".


Otros Instrumentos jurídicos.


El Convenio Nº 182 de la Organización Mundial del Trabajo, aprobado por nuestro país, sobre la Prohibición de las Peores formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su Eliminación, prohibe especialmente el reclutamiento forzoso u obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados.


Por otra parte, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, de 1998, incluyó como crímenes de guerra en conflictos armados, tanto internacionales como no internacionales, el reclutamiento o aislamiento de niños menores de 15 años o su utilización para participar activamente en las hostilidades.


De igual forma, las Naciones Unidas han establecido, para las fuerzas policiales y militares en todo el mundo, los 18 años como edad mínima para los participantes en las operaciones de mantenimiento de la paz de dicho organismo, recomendando, además, que los miembros de la policía civil y los observadores militares no tengan menos de 25 años.


Asimismo, el Secretario General de las Naciones Unidas, en un informe del Consejo de Seguridad, ha pedido que los grupos rebeldes y otros grupos armados no recluten soldados menores de 18 años, so pena de la imposición de sanciones con fines determinados.


Elaboración del Protocolo.


En 1993, a raíz de un llamamiento especial formulado por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, junto con la labor realizada por algunos organismos en pro de la adopción de un instrumento internacional que elevara a 18 años la edad mínima para la participación de niños en los conflictos armados y para ser reclutados por las fuerzas armadas, el Comité de los Derechos del Niño elaboró y recomendó la aprobación de un proyecto de Protocolo Facultativo que diera cumplimiento a dichas finalidades.


Posteriormente, en 1994, la Comisión de Derechos Humanos, por resolución 1994/91, estableció un Grupo de Trabajo de composición abierta, encargado de elaborar, como cuestión prioritaria, un Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño con los objetivos anteriormente descritos.


En este Grupo de Trabajo, cuyas sesiones se prolongaron por varios años y donde participaron representantes de más de 40 países y un promedio de 30 órganos de las Naciones Unidas, organizaciones internacionales y organismos no gubernamentales, se analizaron temas como la edad mínima de participación en las hostilidades, la participación directa o indirecta en ellas, la edad del reclutamiento voluntario u obligatorio en las fuerzas armadas, y la posibilidad de incluir una cláusula por la que se impidiese que los grupos armados no gubernamentales reclutaran a menores.


Finalmente, la Comisión de Derechos Humanos adoptó el texto de este Protocolo Facultativo, sobre la base de la labor previa realizada por el Grupo de Trabajo.








contenido.


La Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó, el 16 de mayo de 2000, el Protocolo Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados.


El Gobierno de Chile suscribió dicho instrumento internacional el 15 de noviembre de 2001, consecuente con su permanente posición a favor de la protección de niños y adolescentes.


Este se estructura sobre la base de un Preámbulo, en el que constan los propósitos del Protocolo, y 13 Artículos.


Objetivos del Protocolo.


En los Artículos 1, 2 y 3 número 1. se establecen los objetivos primordiales del presente Protocolo Facultativo.


a.	Participación en hostilidades. Primeramente, el Artículo 1 dispone que los Estados Partes deberán adoptar todas las medidas posibles para que ningún miembro de sus fuerzas armadas menor de 18 años participe directamente en hostilidades.


b.	Reclutamiento obligatorio. Enseguida, el Artículo 2 prescribe que los Estados Partes velarán por que no se reclute obligatoriamente en sus fuerzas armadas a ningún menor de 18 años.


Lo anterior concuerda plenamente con nuestra normativa legal interna, por cuanto el Artículo 19 Decreto Ley Nº 2.306, de 1978, dispone que los chilenos deben inscribirse en los Cantones de Reclutamiento en el año en que cumplen 18 años, para realizarlo al siguiente, es decir, a los 19 años.


c.	Reclutamiento voluntario. Luego, el numeral 1. del Artículo 3 preceptúa que los Estados Partes elevarán la edad mínima para el reclutamiento voluntario de personas en sus fuerzas armadas nacionales, por encima de aquella fijada en el párrafo 3. del Artículo 38 de la Convención sobre los Derechos del Niño, esto es, por sobre los 15 años de edad.





Ello, de igual forma, resulta concordante con las disposiciones de nuestro ordenamiento jurídico vigente, toda vez que el Artículo 22 del Decreto Ley Nº 2.306 señala que cualquier persona podrá adelantar su inscripción en los Cantones de Reclutamiento, en la forma establecida en su Reglamento. 


Este último, es su artículo 45, faculta para anticipar este proceso hasta en dos años, y en su Artículo 73 bis establece que las personas que opten por la modalidad de curso especial anticipado para estudiantes de enseñanza media o sus equivalentes, estarán sujetas, entre otras, a la obligación de iniciar el Servicio Militar desde su inscripción, a partir del año en que cumplan 17 o 18 años de edad. Excepcionalmente, agrega este último precepto, podrán participar en esos cursos personas que tengan 16 años de edad y posean los requisitos de estudios, previa autorización del Director General de Movilización Nacional.


Declaración Vinculante.


En el numeral 2. del Artículo 3 se prevé que los Estados Partes, al ratificar o adherir al Protocolo, depositen una declaración vinculante en la que conste la edad mínima en que permitirán el reclutamiento voluntario y se describan las salvaguardias que hayan adoptado para asegurarse de que aquél no se realiza por la fuerza o bajo coacción.


Esta declaración, asimismo, concuerda con lo que al respecto establece nuestra legislación interna. En efecto, el párrafo 3. del Artículo 38 de la Convención sobre los Derechos del Niño dispone que los Estados Partes deberán abstenerse de reclutar a menores de 15 años, y en nuestro país se requiere, para postular al reclutamiento voluntario, que el interesado tenga una edad mínima de 16 años cumplidos, sea previamente seleccionado y cuente con la expresa autorización de sus padres o guardadores. 


Corrobora lo dicho lo dispuesto en diversas disposiciones del ya citado Decreto Ley Nº 2.306, así como en el Artículo 73 bis de su Reglamento. En efecto, los Artículos 22, 32 y 34 del primer cuerpo legal disponen, respectivamente, que cualquier persona podrá adelantar su inscripción en los Cantones de Reclutamiento, en la forma que establezca este Reglamento; que la Dirección General de Movilización Nacional, a petición del interesado, podrá autorizar la anticipación del Servicio Militar Obligatorio hasta en dos años, y su postergación hasta por doce meses; y que el Presidente de la República, a requerimiento de alguna Institución de las Fuerzas Armadas, podrá disponer el funcionamiento de cursos especiales para que personas de determinado nivel educacional cumplan en ellos el Servicio Militar Obligatorio. 


Por último, la norma reglamentaria aludida dispone que las personas que opten por la modalidad de curso especial anticipado para estudiantes de enseñanza media o sus equivalentes, estarán sujetas a la obligación de iniciar el Servicio Militar desde su inscripción, a partir del año en que cumplan 17 o 18 años de edad, como asimismo que, por excepción, podrán participar en esos cursos personas que tengan 16 años de edad y posean los requisitos de estudios, previa autorización del Director General.


Medidas de salvaguardia.


En el numeral 3. del Artículo 3 se consagra el deber de establecer medidas de salvaguardia para los Estados Partes que permitan el reclutamiento voluntario de menores de 18 años en sus fuerzas armadas.


Estas medidas, como mínimo, deben garantizar que ese reclutamiento es auténticamente voluntario y que se realiza con el consentimiento informado de los padres o guardadores, así como que los menores están plenamente informados de los deberes que supone el servicio militar y que presentan pruebas fiables de su edad antes de ser aceptados.


Grupos armados no estatales.


De conformidad al Artículo 4, los grupos armados distintos de las fuerzas armadas de un Estado no deben, en ninguna circunstancia, reclutar o utilizar en hostilidades a menores de 18 años, debiendo los Estados Partes adoptar todas las medidas posibles para impedir dicho reclutamiento o utilización, incluida la adopción de las medidas legales necesarias para prohibir y castigar tales prácticas.


Primacía de la normativa más favorable.


El Artículo 5 contempla una disposición en el sentido de que cualquier otra norma más favorable a los derechos del niño primará sobre lo que al respecto señale este Protocolo.


Así, señala que ninguna disposición de éste se interpretará de manera que impida la aplicación de los preceptos del ordenamiento interno de un Estado o de instrumentos internacionales o del derecho internacional humanitario, cuando ellos sean más propicios a la realización de los derechos del niño.


Obligación de vigilancia y promoción.


El Artículo 6 señala las diversas obligaciones que los Estados Partes asumen, dentro de su respectiva jurisdicción, en relación a la vigilancia del cumplimiento del Protocolo y a la promoción de su contenido. 


Así, éstos deberán adoptar todas las medidas legales, administrativas y de otra índole que sean necesarias para garantizar la aplicación efectiva y la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones del Protocolo, así como aquellas que permitan que las personas que hayan sido reclutadas o utilizadas en hostilidades en contradicción a sus normas, sean desmovilizadas o separadas del servicio.


Igualmente, los Estados Partes se comprometen a difundir y promover los principios y disposiciones del Protocolo.


Cooperación.


El Artículo 7 insta a los Estados Partes a adoptar medidas para fortalecer la cooperación internacional para la aplicación de este Protocolo, particularmente respecto de la prevención de actividades en contra del mismo, como también, colaborando en la rehabilitación y reintegración social de las víctimas de actos contrarios a sus disposiciones. 


Además, aquellos Estados que se encuentren en condiciones de llevarla a cabo, podrán prestar asistencia a través de programas multilaterales, bilaterales o de otro tipo existentes o, entre otras cosas, mediante un fondo voluntario establecido de conformidad con las normas de la Asamblea General de las Naciones Unidas.


Presentación de Informe.


El Artículo 8 impone una obligación a cada Estado Parte, en el sentido de que a más tardar dos años después de la entrada en vigor del Protocolo a su respecto, aquél deberá presentar un informe ante el Comité de los Derechos del Niño, que incluya una exposición de las medidas adoptadas para dar cumplimiento al Protocolo, y en particular aquellas relativas a la participación y reclutamiento de niños.


Disposiciones finales.


Los Artículos 9, 10, 11, 12 y 13 contienen las cláusulas usuales relativas a la firma de este instrumento internacional, a su entrada en vigor, ratificación, adhesión, denuncia, enmiendas e idiomas en los cuales consta el Protocolo.


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente





PROYECTO DE ACUERDO:





"ARTICULO ÚNICO.-	Apruébase el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución A/54/RES/263, de 16 de mayo de 2000, con su corrección al numeral 1. del Artículo 3, notificada por el Depositario con fecha 16 de agosto del mismo año, y suscrito por la República de Chile el 15 de noviembre de 2001.".


Dios guarde a V.E.,








		RICARDO LAGOS ESCOBAR


		Presidente de la República





	MARIA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA


	Ministra de Relaciones Exteriores 





	JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA


	Ministro de Justicia





	MICHELLE BACHELET JERIA


	Ministra de Defensa Nacional


�











 





 





�

















	�PAGE \* ARABIC�2�




















